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Señores Miembros del Jurado Calificado:  
        
Dando cumplimiento a las normas del reglamento de grados y títulos para la 
Elaboración y Sustentación de la Tesis de la sección de post-grado de la 
Universidad Cesar Vallejo, para optar el grado de Maestro en Derecho Penal y 
Procesal Penal presentamos la tesis titulada “El derecho a no autoincriminarse en 
los procesos penales en el distrito judicial de lima sur 2017” la investigación tiene 
por objetivo determinar si el derecho/garantía a no autoincriminarse es garantizado 
por todos los operadores jurídicos a la luz del proceso penal peruano. 
              El documento consta de cinco capítulos, el tipo de investigación es 
básica, teórica o dogmática; el diseño es descriptivo simple ya que solo se 
recolectó información en el campo de estudio. Para ello se utilizó como 
instrumentos de investigación; cuestionarios y guía de análisis de documentos. La 
muestra estuvo constituida por diez jueces penales, veinte fiscales provinciales 
penales y cincuenta policías del distrito judicial de Lima Sur. Los resultados 
plasmados en esta investigación, sobre el derecho/garantía a no autoincriminarse 
en el proceso penal peruano, se encuentra prescrito teniendo un carácter 
constitucional, el cual se desprende del derecho de defensa y de la presunción de 
inocencia, así como la del debido proceso; y finalmente este derecho/garantía a no 
autoincriminarse en el proceso penal peruano en el distrito judicial de Lima Sur 
entre los años 2014-2017, no es garantizado por todos los operadores jurídicos a 
la luz del proceso penal peruano.  
       Esperamos Señores Miembros del Jurado que esta investigación se ajuste a 
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El trabajo de investigación titulado El derecho a no autoincriminarse en los 
procesos penales en el Distrito Judicial de Lima Sur 2017, el objetivo es 
determinar si este derecho ofrecido por la Norma como Garantía, se encuentra 
presente dentro del proceso, más aún si se ha venido aplicando correctamente por 
parte de los operadores como son: La Policía Nacional del Perú, El Ministerio 
Público y los Jueces en los Juzgados y Salas Especializadas dentro de la 
jurisdicción del distrito judicial de Lima Sur, entre los años 2014-2017.  
       Se ha plasmado un tipo de investigación básica, usando bases teóricas, 
dogmáticas con un diseño de investigación en base a encuestas, por cuanto la 
información que se ha obtenido ha sido en un campo de estudio específico 
utilizándose como instrumento de investigación: La Encuesta. La muestra estuvo 
constituida por cinco miembros activos de la policía nacional del Perú, cinco 
fiscales provinciales penales y cinco jueces de investigación preliminar del distrito 
judicial de Lima Sur.  
       Finalmente se concluye que, el derecho a no autoincriminarse en el proceso 
penal peruano en el distrito judicial de Lima Sur entre los años 2014-2017, no ha 
sido plenamente garantizado por todos los operadores jurídicos a la luz de la 
aplicación del nuevo código proceso penal peruano, por cuestiones de falta de 
unanimidad de aplicación de la Norma misma, y sumado a ello la falta de 
capacitación y en algunos casos por desactualizaciones. 
 
Palabras claves: La no autoincriminación, derecho de defensa, presunción de 











The research work entitled The right to not self-criminalize in criminal procedures in 
the judicial district of South Lima 2017, its objective is to determine if the right not 
to self-incriminate, has been present as a guarantee within the process and 
especially if it has been applied correctly, in the criminal proceedings carried out in 
the specialized courts and chambers within the jurisdiction of the judicial district of 
Lima Sur, chronologically between the years 2014-2017. 
       A type of basic research has been established, using dogmatic theory with a 
descriptive design, inasmuch as the information that has been obtained has been 
in a specific field of study being used as a research instrument: questionnaires and 
document analysis guide. The sample consisted of ten criminal judges, twenty 
provincial criminal prosecutors and fifty policemen from the judicial district of Lima 
Sur. 
       Finally, it is concluded that the right / guarantee not to incriminate oneself in 
the Peruvian criminal process in the judicial district of Lima Sur between the years 
2014-2017, is not guaranteed by all legal operators in light of the Peruvian criminal 
process, for the issues as the lack of training and in some cases due to outdated. 
Keywords: Non incrimination, right of defense, presumption of innocence, dignity 






























1.1  Antecedentes  
 
1.1.1 Antecedentes nacionales 
 
Mallqui (2018) en su trabajo de investigación titulado La inaplicación del derecho a no 
autoincriminación en sede policial en la localidad de Ambo, 2016, tuvo como objetivo 
determinar qué efectos tiene la inaplicancia del derecho a no autoincriminación en 
sede policial en la localidad de Ambo, el estudio tuvo enfoque cuantitativo, 
descriptivo no experimental, y transeccional. Se aplicó una encuesta con cuestionario 
en escala Likert a 80 operadores del derecho en el distrito de Ambo. Se concluyó 
indicando que la mayoría de encuestados considera que en sede policial no se 
respeta el derecho a la incriminación y que muchas inculpados desconocen la 
facultad que tienen de no responder, sin que pueda emplearse ningún medio de 
intimidación contra él.  
Pajuelo (2017) en su trabajo de investigación titulado El derecho a la 
incriminación y su aplicación en el Perú, su objetivo fue evaluar la manera en que los 
jueces penales de la Corte Superior de Lima Norte respetan el derecho fundamental 
a la no incriminación de los justiciables. La investigación tuvo enfoque cualitativo, de 
tipo descriptivo, el diseño fue estudio de casos, el escenario fue la Corte Superior de 
Lima Norte. Se realizó entrevista de profundidad como instrumento para la 
recolección de datos. Se concluyó indicando que los jueces penales de la Corte de 
Lima Norte incumplen con respetar el derecho fundamental a la no incriminación de 
los justiciables lo que no se evidencia con las constantes quejas e impugnaciones 
sobre su accionar y resoluciones.  
Gonzales (2017), en su trabajo de investigación titulado “El Derecho a la no 
incriminación y la tutela de los Derechos Fundamentales en las comisarías de Lima 
Centro”, tuvo como objetivo determinar en qué medida la aplicación del derecho a la 
no incriminación influyen en la tutela de los derechos fundamentales en las 
comisarías de Lima Centro, la investigación tuvo un enfoque cuantitativo descriptivo, 
se aplicó una encuesta de tipo cerrada a 20 Fiscales Provinciales Penales de Lima, 
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se concluyó indicando que el inculpado protegido por la cláusula de no 
autoincriminación, conserva la facultad de no responder, sin que pueda emplearse 
ningún medio coactivo ni intimidatorio contra este y sin que quepa extraer ningún 
elemento positivo de prueba de su silencio. El imputado es un sujeto de derecho, y 
como tal, debe ser tratado de conformidad con el principio acusatorio. 
Galván (2013) realizó una investigación referente al “Derecho a la No 
Autoincriminación”. Concluyendo que: el derecho a declarar y el derecho a la no 
autoincriminación se fundamenta en la dignidad de la persona, al ser reconocido 
como sujeto del proceso. El derecho a no autoincriminarse se circunscribe al ingreso 
de información al proceso por parte del inculpado, ya sea a través de una 
manifestación oral o escrita; además es preciso que de su ejercicio no se derive 
perjuicio alguno; para ello es preciso que del silencio del acusado no pueda derivarse 
nada: no es indicio de nada. Debe poder afirmarse que el silencio del acusado no 
puede ser interpretado. 
Campos (2011) realizó una investigación referente a “La Garantía de la No 
Autoincriminación en el Código Procesal Penal de 2004” en la Universidad Nacional 
Mayor de San Marcos, en la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Concluyendo 
que cuando el interrogado se negaba a prestar el juramento exigido, o bien cuando 
decidía no declarar, el tribunal ordenaba medidas de apremio en su contra, como la 
aplicación de azotes, con la finalidad de “prevenir” que nuevos imputados adopten la 
misma actitud; luego de varios años desarrollándose este tipo de prácticas, se llegó a 
la determinación de que obligar a un hombre a responder bajo juramento su culpa o 
inocencia, era una violación de sus libertades individuales, esta sería la razón por la 
que el derecho inglés acoge la denominada garantía de la no autoincriminación, que 
comprendía la posibilidad de que el imputado de un delito no pueda ser obligado a 
declarar en su contra.  
Pérez (2008) realizó una investigación referente al “Derecho a la no 
autoincriminación y sus expresiones en el derecho procesal penal” en la Universidad 
San Martín de Porres. Concluyó que: “La no autoincriminación constituye un Derecho 
humano, que permite que el imputado no pueda ser obligado a declarar contra sí 
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mismo ni a declararse culpable”. El inculpado, protegido por la cláusula de no 
autoincriminación, conserva la facultad de no responder, sin que pueda emplearse 
ningún medio coactivo ni intimidatorio contra este y sin que quepa extraer ningún 
elemento positivo de prueba de su silencio. Puede decirse que el derecho a no 
autoincriminarse tiene como fundamento el derecho natural que toda persona posee 
de intentar ocultar sus faltas, pues no podría exigírsele al ciudadano que vulnere su 
propia esfera jurídica a través de la declaración en su contra. 
Quispe (2002) en su investigación titulada “El derecho a la no incriminación y 
su aplicación en el Perú”, la investigación tuvo como objetivo analizar la aplicación 
del derecho a la no incriminación dentro del proceso penal peruano y su impacto en 
la sociedad, la investigación tuvo enfoque cualitativo, se analizaron jurisprudencia 
internacional y nacional, haciéndose un estudio del derecho comparado del 
fenómeno de estudio.  Se concluyó señalando que este derecho permite incorporar 
libremente al proceso la información que se estime conveniente y el derecho a 
guardar silencio, esto es que la negativa declarar no sea tomada como indicio de 
culpabilidad. Además, que la declaración del inculpado no sea considerada como un 
medio de prueba sino como un acto de autodefensa, debiendo contar con la 
presencia de un abogado defensor al momento de declarar es el complemento 
necesario para cautelar este derecho. 
 
1.1.2. Antecedentes internacionales 
 
Londoño (2015) en su trabajo de investigación titulado El derecho a no 
autoincriminarse y la autorización para la obtención de evidencia a partir del cuerpo 
del procesado, tuvo como objetivo analizar, si la orden del juez de control de 
garantías, que permite a la Fiscalía General de la Nación obtener muestras del 
imputado cuando este se niega a suministrarlas voluntariamente, vulnera su privilegio 
contra la autoincriminación; la investigación fue de tipo cualitativa, no realizándose 
entrevistas ni trabajo de campo, se recurrió a consultas jurisprudenciales y doctrina 
para abordar el fenómeno de estudio. Se concluyó señalando que no es tan acertado 
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afirmar que desde un proceso penal el privilegio contra la autoincriminación, vaya 
desde la declaración del indiciado, imputado, acusado, procesado o sospechoso, 
mediante la deposición en juicio. Puede llegar a usarse el cuerpo humano, no tanto 
como evidencia probatoria para los efectos de la investigación, sino como medio o 
fuente de obtención de la evidencia, pudiendo llegar a limitar tanto la dignidad 
humana como el mencionado privilegio. 
Torres (2014) en su trabajo de investigación titulado “El principio de no 
autoincriminación en el Derecho Procesal Penal”, tuvo como objetivo efectuar un 
estudio jurídico científico del principio de no autoincriminación en el Derecho 
Procesal Penal, para evitar la vulneración de los derechos fundamentales de los 
procesados. Tuvo como método el inductivo-deductivo, el analítico-sintético y el 
histórico-lógico. Se realizó una encuesta a 300 personas entre jueces y abogados de 
libre ejercicio en el Cantón Ibarra. Llegándose a las siguientes conclusiones, que en 
la medida en que el imputado pueda defenderse de forma pasiva, guardando 
silencio, entronca también con el derecho fundamental de defensa, por ser 
claramente un mecanismo de autodefensa; y en el derecho a la presunción de 
inocencia, porque, a pesar del silencio, la carga de la prueba sigue correspondiendo 
por entero a la parte acusadora. 
Muñoz (2009) en su investigación titulada “El silencio del imputado y sus 
consecuencias en la valoración de la prueba. Análisis doctrinal y  jurisprudencial”. Se 
tuvo como objetivo determinar si el derecho a guardar silencio comprende o no el 
derecho a que no se extraiga consecuencias negativas de su ejercicio, la 
investigación tuvo enfoque cualitativo, haciéndose un análisis doctrinal nacional 
como derecho comprado. Se concluyó indicando que la implementación de la 
reforma procesal penal implicó un significativo cambio para el sujeto en contra del 
cual se dirige la imputación. Esto porque se amplió el catálogo de derechos 
establecidos a su favor, entre los cuales se encuentra el de guardar silencio. Como 
consecuencia el imputado ocupa un nuevo rol en el proceso, debido a que ahora es 
considerado sujeto de derecho y no mero objeto de información. 
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Riveros (2008) sustentó la investigación titulada “El derecho a guardar 
silencio: Visión comparada y caso colombiano” sustentada en la Facultad de 
Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana de Colombia. Tuvo como 
objetivo realizar una descripción del derecho a guardar silencio bajo la normatividad 
internacional tanto en materia de derecho penal internacional como de aquel que 
corresponde a derechos fundamentales. Concluyó que: Las garantías 
constitucionales que integran el derecho de defensa material, entre ellas la de ser 
oído o guardar silencio, así como la no autoincriminación, son garantías 
históricamente obtenidas, reconocidas por el constitucionalismo moderno y por los 
tratados internacionales que reconocen los derechos humanos, los cuales hacen 
parte del bloque de constitucionalidad en virtud de lo dispuesto por el artículo 93 del 
Estatuto Fundamental, garantías que no pueden ser soslayadas con pretexto de 
introducir uno u otro sistema jurídico-penal, independientemente del modelo del que 
se tomen.  
     
1.2  Marco teórico 
        
1.2.1 Derecho a la no autoincriminación 
 
Kirsch (2000) sostiene la no incriminación como un derecho de tipo natural: “El 
derecho a no autoincriminarse tiene como fundamento el derecho natural que toda 
persona posee de intentar ocultar sus propias faltas; no puede exigirse al ciudadano, 
por ende, que vulnera su propia esfera jurídica a través de la declaración en su 
contra” (p.253). 
El autor hace una diferencia sobre qué derechos protege tanto la no 
autoincriminación, como el derecho de defensa; si bien este último se encuentra 
consagrado en la Constitución y se desprende de la dignidad de la persona. 
El derecho o garantía a no autoincriminarse se encuentra debidamente 
reconocido en los tratados internacionales que nuestro país ha suscrito, tales como 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14.3, literal g) y la 
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Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 8.2, literal g), Estatuto de la 
Corte Penal Internacional (artículo 55.1, literal a) y artículo 55.2, literal b), Protocolo 
Adicional I a los Convenios de Ginebra (artículo 75.4, literal f), por citar los más 
relevantes. De allí que el Tribunal Constitucional Europeo de Derechos Humanos (en 
adelante TEDH), en la sentencia del 17 de diciembre de 1996, caso Saunders vs. 
Reino Unido, reconozca su carácter de principios internacionales arraigados a la idea 
de fair trial. 
Nos encontramos ante un derecho concreto del genérico derecho de defensa, 
que se encontraba expresamente reconocido en la Constitución Política del Perú de 
1979, en su artículo 2, inciso 20, literal K, sin embargo no fue reconocida 
expresamente en la Constitución de 1993, que limita en su artículo 2, inciso 24, literal 
H, el contenido del derecho a la no autoincriminación a la prohibición de violencia 
física o moral. 
El derecho o garantía a no autoincriminarse tiene una definición acorde con la 
doctrina catalogada según Bacigalupo (2005) como un derecho fundamental, que 
una persona tiene de no colaborar con su propia condena o de decidir si desea, 
voluntariamente, introducir alguna información en el proceso penal. Esto tiene que 
ver con el desplazamiento de la carga de la prueba que la asume quien acusa, lo que 
genera que el inculpado no tenga la obligación de declarar o de aportar elementos 
que lo llevan a su propia autoincriminación o, por último, a aceptar su propia 
responsabilidad. 
A pesar de ello y de encontrarse positivizado tanto a nivel constitucional y en 
la legislación procesal, existe en la práctica cotidiana un desconocimiento del 
contenido de este derecho. Estos acontecimientos han sido puestos en relieve con lo 
ocurrido en nuestro país que se develó con la red de corrupción fuji-montesinista y la 
difusión por los medios de comunicación, tanto de los juicios por estos casos como 
por el trabajo de las comisiones investigadoras del Congreso de la República. En 
estos casos emblemáticos como se les ha considerado se ha cuestionado el silencio 
de alguno de los investigados o su renuencia a colaborar con las investigaciones. 
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Silencio que si bien puede ser éticamente reprochable por la naturaleza de la 
acusación, es permitido jurídicamente. 
La garantía de la no autoincriminación está intrínsecamente relacionada con la 
dignidad de la persona, según Eguiguren (2002) “El ciudadano tiene el derecho a 
defenderse en el proceso penal, su defensa puede consistir en no proporcionar 
colaboración alguna con la justicia, guardando silencio (total o parcial) o incluso 
mintiendo” (p.239). Este razonamiento, por cierto, es consistente con la sistemática 
del artículo IX del Título Preliminar del CPP que alude al derecho de defensa.  
En el llano y en el quehacer de cada día los tribunales, es común observar que 
muchos jueces sustentan sus resoluciones condenatorias con frases como “teniendo 
en cuenta, además que el procesado estuvo renuente a colaborar con la justicia a 
pesar de ser debidamente exhortado” lo que evidencia un pleno desconocimiento a la 
existencia del derecho a la no autoincriminación como derecho de protección, que 
permite al imputado contar con un mecanismo de defensa.  
Estudiosos del tema como San Martín. (2007) señaló sobre el derecho a no 
autoincriminarse que: 
“El contenido del derecho o garantía a no autoincriminarse, así como de la 
posibilidad de elección de aquello, que: (…) a su vez el derecho a no declarar 
contra sí mismo y a confesarse culpable implica dos notas esenciales i) libertad 
para declarar, tanto en la decisión de hacerlo cuanto en su contenido, y ii) 
ausencia de consecuencias procesales en caso de que mienta, la mentira del 
imputado no puede ser tomada como delito ni como infracción procesal, lo cual 
dimana de la consideración de que el silencio y las declaraciones del imputado 
han de ser asumidas fundamentalmente como un medio idóneo de defensa” 
(p.589). 
Se colige que el derecho/garantía a no autoincriminarse en sus dos notas 
esenciales, implica en la primera que todo investigado o imputado tiene la plena 
libertad para ejercer su derecho a declarar sin presiones físicas, sicológicas y 
morales, en el segundo contexto al momento de declarar, si miente o entra en 
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contradicciones, debe quedar claro que no incurre en infracción, sino que es un 
modo de ejercer su derecho a la defensa.  
Eser (1998) considera que: El derecho a la no autoincriminación constituye un 
elemento identificador de la posición del imputado dentro del proceso penal y esta, a 
su vez, permite, deducir informaciones importantes sobre la idea del Estado que 
respalda un procedimiento (p.19). 
Se infiere que el derecho/garantía a no autoincriminarse es un derecho 
fundamental en la cual el imputado o procesado debe ser informado que se le debe 
respetar estos derechos, a la luz de un debido proceso o procedimiento.  
Campos (2011) afirman: “La lucha por el reconocimiento del procesado como 
sujeto procesal permitió la abolición del tormento en las constituciones y en la 
práctica judicial, comenzándose a reconocer principios procesales cada vez más 
constitucionalizados; es este escenario el que permite establecer la garantía de la no 
autoincriminación” (p.2). 
Se deduce que el derecho/garantía a no autoincriminarse, surge cuando se 
produce la abolición y la extinción de la tortura, flagelos y castigos que se cometían 
contra un acusado en juicio, y que no se respetaba este derecho pues se le obligaba 
a que reconociera el presunto delito, sin llegarse a conocer si es culpable o inocente.  
La aparición del derecho a la no autoincriminación es la consecuencia de la 
abolición de todas las instituciones de corte inhumano en el proceso penal como los 
métodos de forzamiento de tortura.  
Al respecto Cubas (2009) estableció sobre el derecho a la no 
autoincriminación que es: 
“Un principio procesal penal contemporáneo, que a partir de la progresiva 
abolición de todas las instituciones o métodos de interrogar, que de algún modo 
podrían coaccionar al declarante, hacen que exista un movimiento más 
humanizado en el proceso penal, que como herramienta para el control social 
propio del poder punitivo del Estado, debe estar en completa armonía con el 





En la historia reciente la legislación procesal, la misma ley ordenaba valorar 
los atestados policiales, realizados en dependencias en donde no se emplean 
mecanismos procesales tendientes a garantizar el ejercicio de este derecho. 
Por ello el derecho a la no autoincriminación, entendida como el derecho que 
tiene el procesado de introducir en el proceso la información que el considera 
conveniente, puede enfocarse en tres dimensiones: el primero de ellos es la negativa 
a confesar, y acogerse, por tanto, a guardar silencio; un segundo panorama, es si el 
imputado puede brindar una declaración falsa o contradecirse con alguna declaración 
antes brindada y un tercer panorama es la aceptación de responsabilidad. En tal 
sentido cabe agregar que este derecho/garantía se ha visto poco desarrollado en 
nuestro país. 
En la actualidad, muchos jueces consideran aún vigente el art. 127°, de 
Código de Procedimientos Penales que señala “el juez le manifestará que su silencio 
puede ser tomado como indicio de culpabilidad” regulación que es concordante con 
el sistema inquisitivo, recordando que esta figura juega un papel importante en la 
historia, puesto que parte de la presunción de culpabilidad y que ha sido derogada 
tácitamente por la Constitución Política del Perú, que establece la presunción de 
inocencia.  
En nuestro país numerosas sentencias judiciales se sustentan en 
declaraciones bajo exhortación o en la presunción de culpabilidad del silencio del 
procesado, por lo cual a nuestro entender devienen en inconstitucionales al violentar 
el derecho no autoincriminación de los procesados. 
 
       Derecho a guardar silencio 
 
Expresión del derecho a la no autoincriminación, por el cual el silencio del inculpado 
no puede ser tenido como indicio de culpabilidad. El silencio del inculpado no es 
susceptible de ser valorado por el juzgador. 
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       Riveros (2008) es explícito al afirmar que “del derecho a la no autoincriminación 
se deriva de manera directa el derecho a guardar silencio” (p.376), de manera que 
este derecho puede ser empleado como mecanismo de defensa del imputado y que 
esto fue tratado con estándares internacionales en los siguientes documentos:  
       Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, el Estatuto del 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda, Estatuto de la Corte Penal Internacional, 
La Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos hacen referencia a dichos presupuestos como base 
sólida del derecho fundamental al debido proceso (p.375). 
       En relación al derecho a guardar silencio Reyna y Ruiz (2013) advierten que: 
Puede ser ejercido de modo absoluto (no se declara) o parcial (negativa a declarar 
respecto a determinado aspecto) y es de carácter disponible, de modo tal que si 
luego de producida la negativa, el imputado desea declarar, podrá hacerlo sin 
ninguna restricción (p.444). 
       El derecho a guardar silencio es una importante manifestación del derecho a no 
autoincriminarse, por lo que necesariamente se le debe informar al imputado, antes 
de su declaración, que goza de este derecho, a fin de que pueda ejercerlo cuando lo 
considere necesario, de conformidad con el artículo 87.2 del NCPP. 
 
       Presunción de inocencia 
 
Es una garantía genérica prevista en nuestra Constitución como un derecho 
fundamental a la libertad. Se constituye en una presunción iuris tamtum por la cual 
nadie puede ser considerado como culpable si es que no existe una condena penal 
que así lo declare. Es un concepto a partir del cual se construye todo un modelo 
garantista de justicia penal. 
La necesidad de erradicar la práctica de la tortura, utilizada a fin de obtener la 
confesión de los inculpados, no solo en épocas nefastas en la historia del derecho, 
sino incluso modernamente, constituyó la causa de la implantación de la garantía de 
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la no autoincriminación. Las investigaciones sobre este tema no pueden desdeñar la 
historia del derecho penal.  
        En el derecho comparado el desarrollo de la no autoincriminación encuentra 
una de sus fuentes principales en el Due Process law inglés, ya que en Estados 
Unidos donde se establece el contenido de esta garantía con el establecimiento de la 
“Miranda Rule” y los mecanismos de salvaguarda de este derecho/garantía. 
         En Estados Unidos, el Tribunal Supremo  del año 1791 estableció que el uso 
que hiciera cualquiera de sus Estados miembros de una confesión que suponga 
cualquier tipo de coacción supone una negación del Due Process of law, y por lo 
tanto es inadmisible. Esta es la primera línea directriz para la admisión de la 
confesión.  
Por lo demás y respecto a que se siguen produciendo condenas penales con 
violación a este derecho a la no autoincriminación es menester resaltar los informes 
publicados por las instituciones que velan por los derechos humanos, sobre cifras de 
tortura. 
La utilización de actos de prueba o de investigación se origina en violación del 
derecho/garantía de la no autoincriminación deviene en prueba ilícita o “prueba 
prohibida”, es decir que no puede ser incorporada al proceso, tema que se encuentra 
ampliamente desarrollado por los procesalistas modernos. Sin embargo, en lo que 
respecta a nuestro país al no existir las salvaguardas positivas necesarias de cautela 
a este derecho, las declaraciones obtenidas violentando el derecho a la no 
autoincriminación son incorporadas al proceso, asumiéndose como lícitas. 
 
1.2.2 Proceso penal 
 
El proceso penal peruano se ha acogido a un sistema que “imprime de sentido 
acusatorio, garantista y adversarial. De esta forma se elimina del sistema penal la 
cultura inquisitiva de la que se había alimentado desde hacía mucho tiempo atrás y 




Para Herrera (2010) desde el 2004 con la implantación del Nuevo Código 
Procesal Penal en el Perú de tipo acusatorio se ha venido llevando a cabo de 
manera gradual, por motivos técnico y presupuestales, iniciándose en las provincias 
y poco a poco se ha ido avanzando en el territorio nacional: 
 
El nuevo modelo procesal penal, acusatorio, los actos de investigación 
que realiza el Ministerio Público, y en general la investigación conducida 
por el fiscal, tiene como objetivo la preparación del juicio. Solamente va a 
tener la calidad de prueba aquella evidencia que, luego de ser admitida 
en la fase intermedia por el Juez de la Investigación Preparatoria, se 
actúa ante el Juez Penal encargado del juicio. 
 




Figura 2: Mapa de la implementación del nuevo Proceso Penal Peruano. Tomado de 
Poder Judicial (2016). 
El Nuevo Código Procesal Penal Peruano se empezó a implementar en el país 
en el año 2006 en la Corte Superior de Justicia de Huaura, y posteriormente se ha 
fueron incorporando otras zonas del territorio nacional, desde el año 2016 se 
encuentra aplicándose este nuevo marco procesal penal en el Callao, 
específicamente en la Corte Superior de Justicia de Ventanilla, y en el 2017 en Lima 
Norte, Lima Sur y Callao. 
Pancca (2016) señala de manera expresa sobre al derecho procesal penal 
“permite hacer efectivo al Derecho Penal sustantivo, y que ambas ramas del derecho 
confluyen en el cumplimiento de la efectividad del ius puniendi del Estado” (p.2). Esta 
explicación aclara la relación entre la norma sustantiva y la norma procesal para 
asegurar un marco penal eficiente, que la población tiene pendiente por parte del 
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Estado el aseguramiento y modernización de su responsabilidad constitucional de 
seguridad y justicia para la ciudadanía en general. 
En el país desde el año 2006 se está implementando un nuevo modelo 
procesal penal que permita un mayor control de la forma como se lleva a cabo la 
participación de los sujetos que participan de este proceso y además da a cada quien 
un sentido trasparente e imparcial. Se han hecho cambios necesarios en la 
búsqueda de la modernización incorporándose nuevos aspectos para manejar mejor 
la participación de las autoridades encargadas de cada una de las etapas del 
proceso penal, y de sus auxiliares como personal policial y peritos. 
 
       Principios rectores  
 
Salas (2011) refiere el proceso penal como el mecanismo que permite llevar a cabo 
de la manera más eficiente y eficaz ante un hecho punible: 
 
El proceso penal importa un conjunto de principios y garantías 
constitucionales que guían y gobiernan su desenvolvimiento. El fin del 
proceso penal no solo consiste en la imposición de la pena al autor o 
participe de un hecho punible, sino también en la búsqueda de mejor 
manera de solucionar el conflicto derivado del delito (p.267). 
Cubas (2008) explicó sobre los principios que, estos permiten poder 
desarrollar todo el proceso penal, de la actividad probatoria y del juzgamiento. De la 
misma manera para otras audiencias como las que determinan la prisión preventiva, 
el control de plazos de la investigación preparatoria, control de acusación y del 
sobreseimiento, entre otras. 
Como lo señaló el Ministerio Público (2018) en el país bajo el marco legal del 
Nuevo Código Procesal Penal, se rige este por la trasparencia del mismo resaltando 




El proceso se desarrolla bajo los principios de contradicción e igualdad; 
adicionalmente, la oralidad es la escena del juzgamiento pues permite 
que los juicios se realicen con inmediatez y publicidad, a la vez que la 
libertad del imputado sea la regla durante el proceso. 
 
Para Ferrajoli (2011) un proceso penal debe responder a las garantías penales 
y procesales de las partes en el mismo, y lo hacía de manera que este proceso 
pueda llevar a esclarecer la responsabilidad de quien haya sido acusado de un delito: 
 
Principio de retributividad o de la sucesividad de la pena del delito; 
principio de legalidad, en sentido lato o estricto; principio de necesidad o 
de economía del derecho penal; principio de lesividad o de la ofensividad 
del acto, principio de materialidad o de la exterioridad de la acción; 
principio culpabilidad o de la responsabilidad personal; principio de 
jurisdiccionalidad en sentido lato o estricto, principio acusatorio o de la 
separación entre juez y acusación; principio de la carga de la prueba o de 
verificación; principio de contradicción o de la defensa o refutación (p. 93-
94).  
 
De igual opinión es Morales (2014) al señala que “el imputado no está 
obligado a probar que es inocente, sino que es el sujeto acusador, a quien le 
incumbe la carga de la prueba de los elementos constitutivos y la culpabilidad del 
responsable” (p.140). 
 
Loutayf (2017) explicó que el principio de contradicción suele ser denominado 
también como “principio de bilateralidad de la audiencia o de controversia, y que para 
algunos es el más conveniente para el descubrimiento de la verdad y el oportuno 




También Loutayf (2017) agrega sobre el principio de contradicción que este 
principio permite lograr un acercamiento certero en la búsqueda de la verdad y 
significa específicamente que. 
 
El principio de bilateralidad o contradicción no debe limitarse a algo 
meramente formal, sino que el órgano jurisdiccional debe hacer un 
minucioso y ponderado análisis de las alegaciones y pruebas aportadas 
a la causa por las partes, que es la manera que la participación de ellas 
resulte útil (p.248). 
 
Daza (2010) considera que las realidades de los países muestran diferencias 
en el tratamiento de los procesos penales y la aplicabilidad de sus principios, en el 
caso de Colombia, específicamente, pero de manera general su significado responde 
a dos aspectos: 
 
El principio de igualdad de armas se encuentra presente en las 
legislaciones nacionales e internacionales, en dos sentidos: como regla 
de juicio dirigida a garantizar un debido proceso judicial, y como regla de 
protección de los derechos fundamentales del imputado (p.123). 
 
Los principios que rigen el proceso penal permiten que se lleven a cabo juicios 
justos, donde el imputado no sea relegado como un sentenciado ante de realmente 
haber culminado el proceso propiamente dicho, y que las posibilidades basadas en 
las pruebas sean iguales para ambas partes quien acusa y quien es acusado de un 
hecho punitivo.  
 
Como se conoce el marco legal peruano había sido fuertemente influenciado 
por un modelo ya obsoleto, y que la formalidad de la escritura como centro del 
proceso, evitaba que la justicia se lleve a cabo de manera eficaz y con el nuevo 
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enfoque del modelo acusatorio permite mayor modernidad e igualdad de las partes 
del mismo. 
Proceso Penal como herramienta de control social 
 
Malca (2014) es de la opinión que con la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal 
se cumple una aspiración de la sociedad de brindar las herramientas necesarias para 
un proceso justo y objetivo: 
 
El Nuevo Código Procesal Penal surge de la necesidad de un cambio 
eficaz, justo y de tramitación razonable y representa el principal clamor 
de la sociedad peruana, especialmente cuando es de tipo penal que es 
allí donde se va a proteger los derechos vulnerados de las victimas 
(p.58). 
 
Moreno (2007) consideraron que el modelo garantista “incide en una nueva 
concepción de la cientificidad del derecho y promulga un iuspositivismo critico que 
fortalece el papel de los jueces y de los juristas como los encargados de la mejora 
permanente de los ordenamientos jurídicos” (p.852). 
 
Benavente y Pastrana (2011) fueron de la opinión que un proceso penal 
eficiente fortalece la seguridad pública de un país, permitiendo su crecimiento en un 
ambiente de paz social necesario, definiéndolo de la siguiente forma: 
 
La seguridad pública, sea como función estatal para la prevención y 
combate de la delincuencia o bien como derecho de todos los 
gobernados de gozar de un estado de tranquilidad para el ejercicio de 
sus derechos constitucionales, requiere para su logro de un sistema de 
justicia penal que permita una procuración y administración de justicia 




Para Roca (2004) la sociedad tiene en el proceso penal un mecanismo que 
asegura el respeto de los derechos humanos, y que este proceso corresponde a “una 
estructura constituida por una serie ordenada de actos que se realizan en el tiempo, 
y que el que hacer de los sujetos procesales responde al cumplimiento de 
determinados principios procesales” (p.68). De esta manera se busca que se siga 
una línea de conducta por parte de quienes tiene la responsabilidad de dirigir el 
proceso penal y que de igual manera sea exigido a las partes que intervienen en este 
proceso hasta llegar a que el juez determine si hay culpabilidad, o que en caso 
contrario no sea sentenciado por no cumplir con los requisitos legales pertinentes. 
 
Landa (2006) considera sobre el Nuevo Código Procesal Penal que:  
 
Es gran avance previsto a partir de los principios constitucionales que 
sustentan el Derecho Procesal Penal, y no a partir de una perspectiva 
estrictamente procesal. De allí la importancia del respeto al marco 
constitucional establecido, especialmente el respeto de los derechos 
fundamentales, y no a través de las disposiciones infraconstitucionales 
que regulan el proceso penal. 
 
1.3 Supuestos teóricos  
  
El derecho a no autoincriminarse tendría implicancia significativa en el proceso 
penal en el Distrito Judicial de Lima Sur durante el año 2017, porque existe la 
necesidad de respetar mecanismos existentes en el proceso penal que permiten el 
cumplimiento de normas constitucionales como el debido proceso y el derecho a la 
defensa. 

































2.1 Aproximación temática  
 
La aparición del derecho a la no autoincriminación es la consecuencia de la abolición 
de todas las instituciones de corte inhumano en el proceso penal como los métodos 
de forzamiento de tortura. En la historia reciente de la legislación procesal, la misma 
ley ordenaba valorar los atestados policiales, realizados en dependencias donde no 
se emplean mecanismos procesales tendientes a garantizar el ejercicio de este 
derecho, percibiendo un extinto tinte de sistema inquisitivo comparado al actual que 
está vigente. 
 Por ello el derecho a la no autoincriminación, puede enfocarse en tres 
dimensiones: El primero es negarse a confesar o declarar, por lo tanto, prevalecer su 
derecho guardar silencio; Segundo, el imputado puede brindar una falsa declaración 
o simplemente contradecirse, con alguna declaración antes brindada y un tercer 
panorama es la aceptación de responsabilidad. En tal sentido cabe agregar que este 
derecho/garantía se ha visto poco desarrollado en nuestro país. 
 En la actualidad, y conforme al estudio plasmado, muchos jueces consideran 
aún vigente el Código de Procedimientos Penales, artículo 127°,  que prescribe: “el 
juez le manifestará que su silencio puede ser tomado como indicio de culpabilidad”, 
regulación que es concordante con el sistema inquisitivo, recordando que esta figura 
juega un papel importante en la historia, puesto que parte de la presunción de 
culpabilidad y que ha sido derogada tácitamente por la Constitución Política del Perú, 
que establece la presunción de inocencia.  
En el Perú, la mayoría de las sentencias judiciales se sustentan en 
declaraciones bajo exhortación o en la presunción de culpabilidad del silencio del 
procesado, por lo cual y aplicando correctamente el derecho, éstas devienen en 
inconstitucionales al violentar el derecho no autoincriminación de los procesados. 
 
2.2 Formulación del problema de investigación 
   
2.2.1 Problema general          
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¿De qué manera el derecho a no autoincriminarse tiene implicancia en el proceso 
penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017? 
 
2.2.2 Problemas específicos         
 
Problema específico 1 
¿De qué manera el derecho a la libertad de declarar tiene implicancia en el proceso 
penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017? 
 
Problema específico 2 
¿De qué manera el derecho a guardar silencio tiene implicancia en el proceso penal 
en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017? 
 
Problema específico 3 
¿De qué manera el derecho a la presunción de inocencia tiene implicancia en el 
proceso penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017? 
 
2.3 Justificación  
          
2.3.1 Justificación teórica  
 
El estudio del derecho comparado sobre la materia investigada permite tener una 
visión más global de la aplicación de la no autoincriminación, y en base a ello hemos 
tratado de establecer los criterios que imperan en los operadores jurídicos a efectos 
de saber si respetan la incidencia del derecho/garantía a no autoincriminarse. 
Es así que la justificación jurídica de nuestro trabajo de investigación “El 
derecho a no autoincriminarse en los procesos penales en el Distrito Judicial de Lima 
Sur”, se encuentra respaldada en nuestra preocupación por conocer y saber en qué 
medida se vienen respetando y aplicando adecuadamente el derecho/garantía a no 
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autoincriminarse en el Distrito Judicial de Lima Sur durante los años 2011-2014, con 
un análisis desde la perspectiva teórica. 
         
2.3.2 Justificación metodológica  
 
El presente trabajo de investigación se ha utilizado instrumentos como cuestionarios, 
y guía de análisis de documento para analizar el derecho/garantía a no 
autoincriminarse en los procesos penales que se realizan en el distrito judicial de 
Lima Sur. 
        
2.3.3 Justificación práctica  
 
En los últimos años la vulneración a los derechos humanos ha crecido 
significativamente en nuestro país, como consecuencia del desconocimiento que 
tienen los operadores jurídicos, en referencia a la aplicación de la no 
autoincriminación, como un derecho/garantía, en todo proceso penal, debido a esta 
problemática surgen nuevas propuestas de aplicación y exigibilidad para su 
cumplimiento, como una respuesta a la solución de dicha problemática, donde los 
beneficiados directos son las personas a quienes se les está siguiendo una 
investigación de carácter penal, ya que con una adecuada aplicación de los derechos 
humanos en un proceso penal, no se vulneran a los mismos. 
         
2.4 Relevancia  
 
La investigación fue relevante porque permitió describir y hacer un análisis de la 
aplicación del derecho a no autoincriminarse como mecanismo de protección de los 
sujetos de derecho y su implicancia en el proceso penal. 
Con la implementación del Nuevo Código Procesal Penal se pone en 
ejecución un modelo acusatorio, garantista y a la vez adversarial que moderniza el 





La presente investigación contribuyó con los estudios especializados en Derecho 
Procesal Penal nacionales, enfocándose en el análisis de la aplicabilidad de la no 
autoincriminación como derecho que sirve de defensa del imputado, que con este 
nuevo modelo procesal penal lo convierte en sujeto de derecho con plenos derechos 
a respetar. Los resultados podrán ser utilizados en posteriores estudios referentes al 
fenómeno de estudio.  
         
2.6 Objetivos          
  
2.6.1 Objetivo general          
 
Determinar si el derecho a no autoincriminarse tiene implicancia en el proceso penal 
en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017. 
 
2.6.2 Objetivos específicos         
 
Objetivo específico 1 
Determinar si el derecho a la libertad de declarar tiene implicancia en el proceso 
penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017. 
 
Objetivo específico 2 
Determinar si el derecho a guardar silencio tiene implicancia en el proceso penal en 
el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017. 
 
Objetivo específico 3 
Determinar si el derecho a la presunción de inocencia tiene implicancia en el proceso 




2.7 Hipótesis   
          
El derecho a no autoincriminarse tendría implicancia significativa en el proceso penal 





















III. Marco metodológico 





















La investigación tuvo enfoque cualitativo porque “en las disciplinas de ámbito social 
existen diferentes problemáticas, cuestiones y restricciones que no se pueden 
explicar ni comprender en toda su extensión sin tener en cuenta la propia experiencia 
del individuo sujeto de estudio” (Vázquez, 2006, p.21). 
           
3.1.1 Tipo de estudio 
 
La presente investigación fue de tipo orientada a la comprensión, de acuerdo a 
Rovira (2004), porque analiza “un objeto, hecho, proceso o acontecimiento en su 
contexto natural, propias del paradigma interpretativo” (p.11). 
           
3.1.2 Diseño 
 
El diseño de investigación fue hermenéutico porque, de acuerdo a Valdivieso y Peña 
(2007), su interpretación “radica en la reconstrucción del significado de lo observado. 
Esto supone una reconstrucción sistemática y fiel del fenómeno estudiado” (p.390). 
En este aspecto del tipo de estudio escogido para la investigación cabe resaltar que 
no cabe algún tipo de prejuicio de quien investiga. 
            
3.2 Escenario de estudio 
 
La investigación tuvo como escenario de estudio las salas penales de la Corte 
Superior de Justicia de Lima Sur, fiscalías del Distrito Fiscal de Lima Sur y la 
DIRINCRI Sur. 
          
3.3 Categorización de sujetos  
 





Categorización de sujetos de estudio 
Nombre       Institución 
Juez Penal Titular 
Fiscal Provincial Penal 




Nota: Fuente propia 
    
3.4 Trayectoria metodológica 
 
Corresponde aquí explicar el plan de análisis empleado en el desarrollo de la 













Obtención de bibliografía  
Análisis y depuración de la bibliografía 
Observación 
Entrevista 
Cuestionario de la entrevista 
Nota: Fuente propia 
       








Análisis de bibliografía: “A partir de la revisión bibliográfica, el investigador va 
construyendo el marco teórico, documentando antecedentes y elaborando la 
bibliografía” (Martin y Lafuente, 2017, p.153).   
Entrevista estructurada: La cual se llevó a cabo “mediante un formato 
previamente establecido, pues existe un tiempo. Esta entrevista ahorra tiempo y 
esfuerzo, no necesita de especialista para aclarar información y limita al entrevistado 
ante preguntas directas” (Llanos, 2005, p.65).  
 
La entrevista para la presente investigación estuvo conformada de dieciséis 
preguntas abiertas que fue aplicada a los sujetos de estudio. Conformada por Jueces 





Ficha bibliográfica: “Es aquella que contiene la información sobre el documento del 
cual se extrae la información pertinente” (Dussaillant, 2006, p.38). 
 
Guía de entrevista: “Para la realización de una entrevista se requiere de 
manera indispensable planear, con sumo cuidado el contenido y la estructura de la 
misma. Para este objetivo se emplea una guía como herramienta que permite 
realizar un trabajo reflexivo y organizado cuando se aborda la entrevista” (León, 
2005, p.180). 
    
3.6 Tratamiento de la información  
 
La información obtenida fue procesada mediante el análisis cualitativo utilizando la 
triangulación de conceptos para establecer un análisis interpretativo del mismo. 
Como lo señalan Okuda y Gómez (2005) “la triangulación comprende el uso de 
varias estrategias al estudiar un mismo fenómeno para corroborar resultados o 
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hallazgos similares, ofreciendo al investigador la oportunidad de elaborar una 
perspectiva más amplia en su interpretación” (p.119-120). 
  
3.7 Mapeamiento  
Tabla 3 
Mapeamiento de la investigación  
Escenario Objetivo Actores Tiempo Lugar 
Salas penales de la 
Corte Superior de 
Justicia de Lima Sur, 
fiscalías del Distrito 
Fiscal de Lima Sur y 
la DIRINCRI Sur. 
Determinar si el 
derecho a no 
autoincriminarse 
tiene implicancia en 
el proceso penal en 
el Distrito Judicial de 
Lima Sur. 





➢ Policías de 
DIRINCRI 
Desde enero a 
diciembre del 
2017 
Distritos del área 
geográfica de 
Lima Sur. 
Nota: Fuente propia 
 
 
Figura 3. Delimitación de la Corte Superior de Justicia de Lima Sur 
      
3.8 Rigor científico  
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Se hizo el tratamiento de la credibilidad, transferibilidad, dependencia y 
confirmabilidad: de manera que se establezca “el valor verdad de la investigación 
desde el consenso entre los sujetos de estudio” (Elsevier, 1999, p.295). 
 
Además, existe coherencia metodológica en el estudio realizado, “es decir, la 
congruencia entre la pregunta de investigación y los componentes del método usado; 
de igual manera la interdependencia está referida a que la relación de la pregunta de 
estudio concuerde con el método, con la información y el análisis de esta” (Castillo y 
















       
 
IV. Resultados 



















4.1 Descripción de resultados  
  
4.1.1 Análisis bibliográfico 
 
Después de haber hecho el proceso de acopio de información de la bibliografía 
existente referida a las variables de estudio se ha podido establecer que el derecho 
de no autoincriminarse corresponde a un derecho fundamental de índole 
constitucional y que debe ser respetado por todos los ciudadanos miembros de un 
Estado, que su incumplimiento vulnera su esencia y restringe su propia dignidad. Su 
base se encuentra en el reconocimiento internacional, refrendado por la mayoría de 
los países de los diferentes continentes que obligan a su cumplimiento y respeto, 
sirven de principios en sus propias constituciones. En el caso nacional, la 
Constitución Política lo incluye en artículo 2°, inciso 24 y literal H. 
       Este derecho se encuentra ligado íntimamente con otros derechos que sirven de 
principios para proteger a los ciudadanos de posibles abusos que quienes se 
encargan de la ley, personal policial, personal del Ministerio Público y Jueces del 
Poder Judicial. La presunción de inocencia debe respetarse por todos y la carga de 
la prueba está en obligación de quien acusa, de manera que el juzgador tiene que 
hacerlos respetar por todos los actores del proceso. Esto, respondió en su momento 
en la evolución de la justicia, permitió evitar la abolición de métodos contrarios al 
propio principio de presunción de inocencia cuando se llegaba hasta la tortura para 
hacer que el inculpado confiese una acusación en interrogatorio. 
       El derecho a guardar silencio es respetado en sedes publicas donde las 
autoridades tienen la responsabilidad de interrogar a las personas sindicada de 
haber cometido algún tipo de delito y la autoridad tiene el encargo de investigar para 
esclarecerlo, y que en la búsqueda de demostrar eficiencia muchas veces se corre el 
riesgo de llegarse al abuso por el afán de llegar a contar con una confesión del 
acusado. 
       El Proceso Penal es atendido como una herramienta que permite agilizar y llevar 
a cabo de manera efectiva un proceso de juzgamiento con etapas llevadas a cabo de 
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manera objetiva por parte de quien se encuentra encargado de realizarla en la etapa 
señalada en la norma procesal penal. En la realidad existen ciertos factores que 
imposibilitan se lleve a cabo un proceso judicial ideal, donde la búsqueda de la 
justicia sea un objetivo y a la vez un vehículo que asegure la paz social de un 
Estado. 
       La implementación del Nuevo Código Procesal Penal exige que Estado lleve a 
cabo la capacitación exigente del personal que lleva a cabo esta gran 
responsabilidad, que los medios con que cuenten los encargados de su aplicación 
sean los óptimos y de inmejorable calidad. Las oficinas de control interno deben de 
realizar un trabajo permanente de control en todas las fiscalías y juzgados donde se 
lleva a cabo su aplicación. 
 
4.1.2 Observación del fenómeno de estudio 
 
Existe la exigencia de que respete la aplicación del principio de no incriminación de 
quienes aún no han sido declarados culpables por un Juez y se encuentra en 
proceso de investigación y juzgamiento. En sede policial cuando se realizan 
diligencias en un determinado caso donde el imputado de un delito debe declarar y 
los efectivos policiales encargados de la instructiva están obligados a respetar la 
decisión de declarar o mantenerse en silencio de manera voluntaria por el imputado. 
Han reducido los casos de abuso que anteriormente se conocían, pero no se 
controlaban como se hace en la actualidad. 
       En sede fiscal es exigencia de la presencia de abogado para tomar la 
declaración del imputado, y que los fiscales respetan la constitucionalidad del propio 
proceso y que en sede judicial las autoridades jurisdiccionales promueven que se 
extienda en los servidores del Poder Judicial se cumpla con el respeto de este 
derecho, para evitar que se busque pretextos de declarar nula alguna declaración 





De las entrevistas realizadas se pudo obtener los siguientes resultados referidos a 
las variables de estudio: 
 
Derecho a no autoincriminarse: 
Sobre el respeto al derecho a la libertad de declarar a quien ha sido detenido en 
sede policial: Se debe respetar por ser un Derecho Constitucional y a la vez un 
mandato Constitucional; porque no estamos regidos por un sistema inquisitivo, sino 
de corte acusatorio garantista; se cumple por mandato constitucional y con el Nuevo 
Código Procesal Penal; en atención al principio de legalidad toda persona debería de 
declarar en presencia de un abogado; para evitar vulnerar la libertad de las personas 
y el respeto a los derechos; es un derecho fundamental que debe ser respetado 
hasta de quienes son imputados de un delito; prevalece el derecho fundamental de 
presunción de inocencia.  
       Sobre el respeto al derecho a la libertad de declarar en sede fiscal: Se pone en 
conocimiento al declarante sobre sus derechos en la diligencia, como el de no 
autoincriminarse y que puede guardar silencio si lo considera pertinente; no se ejerce 
coacción ni maltrato físico o psicológico al declarante; con la presencia del 
representante del Ministerio Público y de su abogado; con la declaración en sede 
fiscal no se vulnera el debido proceso; se respeta la declaración con la presencia de 
abogado y del propio fiscal sea en sede policial o fiscal; con la intervención del 
abogado a elección del imputado, o de abogado defensor de oficio; libertad de 
expresión en todas sus formas y manifestaciones de un derecho fundamental e 
inalienable inherente a toda persona.  
       Sobre el respeto al derecho a guardar silencio del imputado: Se debe respetar 
porque no se puede obligar ni coaccionar que responda cuando no desee hacerlo; si, 
porque de lo contrario implicaría obligar a una persona que no lo desea hacer y se 
conculcarían sus derechos fundamentales; su respeto está de acuerdo a un Estado 
de Derecho; el respeto corresponde a los establecido en la Ley como un derecho de 
las personas y no puede obligarse a que se haga lo contrario; como un derecho 
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constitucional debe ser instruido por el juez, fiscal o personal policial; responde al 
principio de defensa de toda persona. 
       Sobre el respeto del personal policial al derecho a guardar silencio de las 
personas a quienes son detenidas ante un delito flagrante: Si se respeta, porque las 
diligencias policiales como declaraciones son llevadas bajo la conducción y dirección 
del fiscal quien resguarda la legalidad de la misma; no estamos ante un sistema 
inquisitivo; es parte de la defensa del detenido; en cumplimiento de la Ley, por ser un 
derecho y como tal merece respeto; el respeto debe ser obligado por personal 
policial, fiscales y jueces; es un derecho que debe respetarse por parte de toda 
autoridad; el personal policial como autoridad pública está encargado de respetar la 
norma constitucional de derecho a la defensa, la libertad y el debido proceso. 
       Sobre el respeto al derecho a la presunción de inocencia ante una denuncia en 
sede fiscal: Se respeta el derecho a la presunción de la inocencia porque no solo se 
recaban elementos de convicción de cargo sino también de descargo como defensa 
de la legalidad; la misma forma de verla revertida es a través de una sentencia 
condenatoria firme; porque es una etapa de la investigación; hasta que se declare 
culpable y se verifique si verdaderamente existen elementos de convicción que 
estimen que es culpable; las personas tienen el derecho de ser considerados 
presuntos inocentes hasta después de estar sentenciados; hasta culminar la 
investigación; el fiscal realiza su trabajo bajo el principio de objetividad; toda persona 
tiene el derecho a la presunción a su inocencia hasta que se demuestre lo contrario.  
       Sobre el empleo de la tecnología como herramienta para asegurar el respeto del 
derecho a la presunción de inocencia cuando se detiene a una persona en la vía 
pública por causa de homonimia: Si se emplea la tecnología para estos casos; con el 
uso de la tecnología se logra identificar al denunciado; tiene que regularse tipo de 
tecnología y su empleo; si se emplean los medios electrónicos en estos casos; hay 
casos como la homonimia que su empleo es determinante y se debería intensificar 
su empleo por parte de las autoridades; debe tenerse actualizada las bases de datos 
que permite identificar a las personas; es importante la coordinación con la Reniec 
para acceder a su base de datos; la detención de una persona debe respetar la 
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presunción de inocencia y el empleo de la tecnología para lograr ello es importante y 
estar determinada de factores de equipamiento para cumplir el objetivo. Solo para un 
entrevistado no es efectivo su uso, porque no se hace en casos de detenciones 
cualesquiera porque el uso de la tecnología del NCPP lo permite.  
       Sobre la no autoincriminación pertenece al ámbito de la protección de los 
derechos humanos: Evidentemente ya lo hace, pertenece al ámbito de los derechos 
humanos pues busca su protección, pertenece al ámbito de los derechos humanos 
porque protege el derecho de las personas a autoprotegerse de las acusaciones; si 
tiene pertenencia a los derechos humanos; es inherente a la libertad; permite 
desarrollar los derechos humanos a todas las partes del proceso penal; constituye un 
derecho humano que permite que el investigado sea considerado inocente hasta 
demostrado lo contrario. 
       Sobre la prohibición de preguntas capciosas en un interrogatorio o declaración 
como respeto al derecho a la no autoincriminación del imputado: Son prohibidas 
según el Nuevo Código Procesal Penal; actualmente lo son; las preguntas capciosas 
no están permitidas en un interrogatorio, las preguntas capciosas ponen en duda las 
afirmaciones en el interrogatorio y puede haber controversia por ese motivo; la norma 
procesal penal prohíbe todo intento de hacer este tipo de preguntas a los imputados; 
la exigencia procesal señala que los interrogatorios deben ser directas y concretas; 
es reprochable no permitir al inculpado acogerse a la no autoincriminación como 
derecho de toda persona y en aplicación del derecho a la defensa; toda vez que este 
acto de realizar preguntas capciosas en interrogatorio está prohibido por la norma 
procesal nacional.  
Proceso penal:  
Sobre los plazos de las diligencias preliminares establecidos en la investigación 
preparatoria: Si se cumplen los pazos, porque la ley lo exige y caso contrario está 
sujeto a audiencia de control; no siempre se respetan los plazos, solo el 
estrictamente necesario, que puede ser menor al establecido; si se cumplen los 
plazos; con el respeto de los plazos se respeta el debido proceso, el derecho a la 
defensa, etc.; si bien es una obligación su cumplimiento, no siempre se cumple por la 
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carga procesal; son plazos que corresponden a actos urgentes e inapelables que 
tienen toda personas procesales, sea agraviado o imputado; los investigadores 
necesitan hacer un trabajo minucioso que permita aclarar los hechos que acusan al 
inculpado; permite el cumplimiento de los objetivos del proceso penal conforme al 
artículo 330 del CPP.  
       Sobre la difusión del principio de oportunidad o acuerdo preparatorio en sede 
fiscal: La ley ya lo indica, los magistrados tienen la obligación de conocer la ley; si se 
hace la difusión correspondiente; si se hace difusión al principio de oportunidad; es 
necesaria su difusión porque ayuda a reducir los plazos y mejora el trato de la carga 
procesal; es responsabilidad del Estado redoblar esfuerzos en la orientación de este 
tema para lograr los objetivos del proceso penal; de esta manera se mejoraría la 
atención a casos de mayor dificultad; para casos de menor gravedad.  
       Sobre los jueces de investigación preparatoria optimizan su trabajo de realizar 
correcta acusación o sobreseimiento: No son los jueces quienes realizan la 
acusación; teniendo conocimiento del tipo penal, doctrina y jurisprudencia; con el 
acopio de medios de prueba; se hace con un correcto trabajo de investigación en la 
etapa preliminar; para esto existe control de plazos debidamente establecido en el 
Nuevo Código Procesal Penal; realizando la imputación necesaria con el sustento 
correspondiente de elementos de convicción que permitan establecer la comisión de 
un delito; haciendo un análisis integral del caso y motivos adecuadamente su 
decisión; se hace un exhaustivo control de la norma penal y las pruebas que existen 
en el proceso, o en todo caso elementos de convicción; ante la investigación de una 
aplicación literal de la norma para realizar un profundo pronunciamiento, es 
necesario realizar la interpretación constitucional de la misma. 
       Sobre la debida notificación a los sujetos procesales en la etapa intermedia: Es 
la forma por la cual los sujetos procesales toman conocimiento de las resoluciones y 
audiencias; la importancia se da porque sucede al comprenderse a la acusación o al 
sobreseimiento, dependiendo del caso; porque conduce a una acusación o 
sobreseimiento; permite asegurar el cumplimiento de los procesos legales, no solo 
en la etapa intermedia, sino en todas las etapas del proceso penal; permite la 
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presencia de las partes procesales para conocer de la imputación de un delito, 
siempre respetando el debido proceso; permite que las partes procesales ejerzan sus 
derechos; corresponde al derecho de defensa como mecanismo de defensa de toda 
persona en un proceso y de cumplimiento del debido proceso; como derecho y 
obligación debe ser tomado con mucha importancia para las partes.  
       Sobre la reparación civil entre las partes procesales no debe ser vinculante en la 
decisión de juez sobre la pena: Es correcto, porque el juez es quien controla la 
legalidad del acuerdo; nuestra norma penal sustantiva establece las circunstancias 
agravantes, atenuantes o eximentes, para fijar la pena concreta; de acuerdo porque 
está en un plano civil; son situaciones distintas, puesto que la reparación civil le 
corresponde al agraviado y la pena le corresponde al Estado; no debe ser vinculante 
a la pena por ser un tema sobre los daños causados a la parte agraviada; la parte 
agraviada tiene la opción de apelar si no está de acuerdo con la sentencia; son 
situaciones diferentes que corresponde a también diferentes partes procesales; 
comprende el resarcimiento del daño moral y material de la víctima.  
       Sobre el respeto a la declaración del acusado en el periodo probatorio de la 
etapa de juzgamiento: Poniendo en conocimiento previamente los derechos que les 
asisten; con la presencia de su abogado defensor, del juez y del fiscal; con la 
conducción del juez; permite que no se vulnere su derecho a la defensa y al debido 
proceso; con la participación de las pericias de la defensa técnica; con las garantías 
del debido proceso, con la concurrencia de las partes, presencia de abogados y la 
valoración de los medios de prueba; el acusado puede decidir acogerse al derecho a 
guardar silencio debiendo respetarse su posición. 
       Sobre el respeto a los Derechos del imputado en el proceso penal: Si, se 
respetan los derechos del imputado en el proceso penal donde participan las partes 
procesales; si se respetan los derechos del imputado en todo proceso penal; si se 
respetan los derechos humanos en el proceso penal; no siempre se respetan como 




       Sobre el cumplimiento de los plazos durante el proceso penal como 
demostración de respeto constitucional del debido proceso: En la mayoría de casos 
no se cumplen por la carga procesal, en todo caso deben crearse nuevos órganos de 
justicia para una mejor atención de casos y no vulnerar los plazos;  si se cumplen; no 
se cumplen los plazos por causa de déficit de personal y recursos; se deben 
extender los plazos, haciéndolos más ampliatoriamente, para lograr mejoras se 
necesita capacitación constante del personal; se cumple defectuosamente debido a 
la carga procesal, se podría mejorar con mayor logística y personal especializado; 
para mejorar los problemas de plazos en el proceso penal se deben crear más 











4.1.4 Triangulación de actores 
 
Policía Nacional Ministerio Público Poder Judicial Coincidencias 
Antiguamente no 
se hacían los 
interrogatorios ni 
declaraciones ante 
la presencia de 
abogado ni 
Ministerio Público. 
En la actualidad 
se exige presencia 
de abogado y del 
Ministerio Público. 
El guardar silencio 
o indicar que no se 
declarará en 
declaración en 
sede fiscal es 
aceptado como un 
derecho 
constitucional. El 
fiscal está presente 
en declaración en 
sede policial para 
darle legitimidad a 
la diligencia. 
Las declaraciones 
llevadas a cabo en 
sede judicial son 
llevadas a cabo con 
todas las medidas de 
seguridad y respeto 
para el imputado, el 
principio de no 
incriminarse le es 
señalado desde un 
inicio para que se 
cumpla con el principio 
de presunción de 
inocencia. 
El principio de no 
autoincriminación ha 
evolucionado en el 
interior de quienes 
tienen la 
responsabilidad de 




fortalece la finalidad 
de los principios 
constitucionales. 
Existen 




policiales y el 
Ministerio Público, 






fiscalías se han 
demostrado no 
cumplirse con la 
celeridad necesaria 
en diligenciar las 
declaraciones y/o 
interrogatorios 
exigidos por el 
proceso. 
Los plazos no se 
cumplen generalmente 
pro problemas de 
sobrecarga procesal, 
falta de personal 
especializado y de 
infraestructura y 
equipamiento 
necesario para su 
optimización en el 
cumplimiento de sus 
responsabilidades. 
Las instituciones 
encargadas de cada 
etapa del Proceso 
Penal han 
demostrado mejoras 
en comparación de 
años anteriores, pero 
aún no satisfacen las 






































Sobre el derecho a no autoincriminarse, la mayoría de los entrevistados coinciden en 
señalar que el derecho a no autoincriminarse corresponde a un derecho 
constitucional, y permite a toda persona (incluyendo a los inculpados en un delito) ser 
considerado inocente hasta haberse demostrado lo contrario y sentenciado por un 
juez. Los investigadores como Galván (2013) coinciden al indicar que la persona 
inculpada conserva su facultad de no responder, sin que pueda emplearse ningún 
medio coactivo ni intimidatorio para obtener su declaración inculpatoria. Además, el 
derecho a no autoincriminarse permite que toda persona inculpada pueda ocultar sus 
faltas, pues no se es posible exigirle que vulnere (Pérez, 2008). Por su parte Torres 
(2014) opina que la no autoincriminación corresponde a un mecanismo de 
autodefensa, y que a pesar del silencio la carga de la prueba es atribuida a la parte 
acusadora. Riveros (2008) afirma que este derecho es reconocido por el 
constitucionalismo moderno y por los tratados internacionales. Desde otro ángulo 
Mallqui (2018) señala que en algunas sedes policiales no se respeta el derecho a la 
no incriminación de los inculpados por no conocer estos la facultad que tienen a no 
responder. Pajuelo (2017) afirma en su investigación que hay jueces que incumplen 
en el respeto al derecho constitucional a la no incriminación y esto se evidencia a las 
quejas e impugnaciones presentadas contra ellos. 
       Hay que analizar como la aplicación del principio de no autoincriminación se 
realiza de forma caprichosa por ciertos magistrados, como ejemplo se tiene en una 
misma Sala Penal Transitoria decide de manera totalmente opuesta una actitud 
similar de un imputado, por lo que “tal vez sería bueno comenzar por la ley y no por 
malentendidas construcciones dogmáticas, posturas intuitivas u ocurrencias 
graciosas, que lo único que generan, es la perversión de principios, que fueron 
construidos con aspiraciones de dotar de razonabilidad al proceso, más no en 
convertirlo en protector de actos ilegítimos” (Rinaldi, 2018). Por su Pajuelo (2017) 
hace notar la existencia de “jueces que incumplen con respetar el derecho a la no 
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incriminación de los imputados, mellando la credibilidad y honorabilidad” del propio 
sistema judicial, situación que atenta a la percepción de la sociedad y la seguridad 
jurídica en el país. En tanto Wilenmann (2016) considera que al principio de no 
autoincriminación ha sufrido una especie de “evolución del principio de defensa que 
garantiza el Estado desde el puro reconocimiento al derecho pasivo a no declarar en 
contra de uno mismo como medio de defensa frente a la persecución penal del 
Estado”.  
       El proceso penal peruano está íntimamente a una serie de problemas que se 
intentan solucionar diversas normas que supuestamente tienen como objetivo 
mejorarlo, pero que en realidad lo que provocan es entorpecerlo y hasta debilitarlo. 
Ramírez (2016) afirma que con la autorización de las salas transitorias en la Corte 
Suprema, atentando contra la seguridad jurídica  y el derecho de defensa pues estos 
magistrados provisionales no tienen la especialidad que se requiere en las salas a 
las cuales son designados, se realizan cambios de magistrados de una a otra sala de 
diferente especialidad, aquí el problema consiste en la falta de jueces superiores que 
cubran las plazas en la especialidad exigida en la sala o es la discrecionalidad del 
Presidente que los designa. Estos temas que aparentemente son administrativos, 
son más graves pues atentan contra el proceso en sí, pues si así se desarrollan las 
cosas en las más altas judicaturas que se puede esperar de los niveles de justicia 
más bajos, siendo la discrecionalidad el mayor problema para los justiciables pues 
deja de lado la predictibilidad. Por su parte Nakasaki (2015) explica que existe un 
problema con el tiempo en los procesos penales y que “hay muchos jueces de 
investigación preparatoria que aplican equivocadamente la velocidad procesal, 
demostrando su intencionalidad de resolver todo en la audiencia siendo que los 
temas complejos no trabajados de manera poco profesional, en vez tomarse un plazo 
mayor para emitir resolución fuera de audiencia”. Otro problema es la sobrecarga 
procesal que ha tenido como solución inmediata, de manera periódica, la creación de 
nuevas salas con carácter transitorio o temporal, en el fondo solo son paliativos que 
no generan solución real, pareciera falta de planificación estratégica y predictibilidad 
de la proyección de la ya pesada carga procesal actual. Un punto de vista señala que 
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el Estado es uno de los culpables en el incremento de la carga procesal, pues es el 
Estado el principal litigante del país. También está la demora de las notificaciones y 




















































Se pudo determinar que el derecho a la libertad de declarar tiene implicancia 
significativa en el proceso penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, que los miembros 
del sistema judicial (personal de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y 
personal del Poder Judicial) respetan la libertad de declarar en interrogatorio a las 
personas que están imputadas de haber cometido un delito; esto corresponde al 
respeto, por parte de estos funcionarios públicos, del derecho constitucional al 
debido proceso.   
 
Segunda. 
Se pudo determinar que el derecho a guardar silencio tiene implicancia significativa 
en el proceso penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, que los miembros del sistema 
judicial (personal de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y personal 
del Poder Judicial) respetan la libertad de guardar silencio en interrogatorio a las 
personas que están imputadas de haber cometido un delito; estos funcionarios 
públicos demuestran que no ejercen coacción, ni maltrato físico o psicológico para 
obtener alguna declaración que incrimine a los inculpados.   
 
Tercera. 
Se pudo determinar que el derecho a la presunción de inocencia tiene implicancia 
significativa en el proceso penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, que los miembros 
del sistema judicial (personal de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y 
personal del Poder Judicial) respetan la presunción de inocencia en interrogatorio a 
las personas que están imputadas de haber cometido un delito; que la presencia de 
un abogado defensor para el imputado y la del representante del Ministerio Público 
aseguran la presunción de su inocencia hasta que se determine lo contrario mediante 





Se pudo determinar que el derecho a no autoincriminarse tiene implicancia 
significativa en el proceso penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, que los miembros 
del sistema judicial (personal de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y 
personal del Poder Judicial) respetan el derecho a no autoincriminarse en 
interrogatorio o declaración a las personas que están imputadas de haber cometido 
un delito; que la no autoincriminación pertenece al ámbito de los derechos humanos 
y merece el respeto y fiel cumplimiento de todo funcionario público que participa en el 
sistema de justicia nacional, asegurando de esta manera el estado derecho 















































Se debe hacer coordinaciones entre la Policía Nacional, Ministerio Público y Poder 
Judicial para implementar charlas informativas-preventivas en centros de educación 
secundaria y superior de la zona de Lima Sur, buscando que los jóvenes estén 
informados de sus derechos constitucionales y a la vez hacerlos conocer de qué 
obligaciones tiene para con la sociedad. 
 
Segunda. 
Se debe disponer el empleo de mecanismos electrónicos audiovisuales para archivar 
las interrogaciones o declaraciones de los imputados y dar cumplimiento a los 
derechos constitucionales de protección a la libertad y al debido proceso como 
mecanismos de defensa que tiene toda persona, hasta que se demuestre su 
culpabilidad o inocencia. 
 
Tercera:  
Se debe implementar mayores medios tecnológicos (lectora de barras portátil) y de la 
plataforma de interoperabilidad del Estado (PIDE) para mejorar el trabajo del 
personal policial en situaciones que se realicen operativos donde se detecten 
personas con problemas de homonimia por medio del intercambio electrónico de 
datos, respetándose de esta manera la presunción de inocencia, evitando que se 
prolongue innecesariamente el tiempo de permanencia de las personas en 
instalaciones policiales, como sucede en la actualidad. 
 
Cuarta:  
Se debe establecer un programa de capacitación periódica semestral al personal 
policial, personal del Ministerio Publico y personal del Poder Judicial, referente a la 
normatividad respecto al derecho de no incriminarse que tiene todo inculpado.  Estas 
capacitaciones permitirán establecer un grado de habilitación a los servidores que 
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realizan labores correspondientes al proceso Penal, asegurando de esta manera el 
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ANEXO 1: ÁRTICULO CIENTÍFICO 
➢ TITULO 
El derecho a no autoincriminarse en los procesos penales en el Distrito Judicial 
de Lima Sur 2017 
 
➢ AUTOR 
Br. Marcos Enrique Tume Chunga 
 
➢ RESUMEN 
El trabajo de investigación titulado El derecho a no autoincriminarse en los 
procesos penales en el Distrito Judicial de Lima Sur 2017, el objetivo es 
determinar si este derecho ofrecido por la Norma como Garantía, se encuentra 
presente dentro del proceso, más aún si se ha venido aplicando correctamente 
por parte de los operadores como son: La Policía Nacional del Perú, El Ministerio 
Público y los Jueces en los Juzgados y Salas Especializadas dentro de la 
jurisdicción del distrito judicial de Lima Sur, entre los años 2014-2017. Se ha 
plasmado un tipo de investigación básica, usando bases teóricas, dogmáticas 
con un diseño de investigación en base a encuestas, por cuanto la información 
que se ha obtenido ha sido en un campo de estudio específico utilizándose como 
instrumento de investigación: La Encuesta. La muestra estuvo constituida por 
cinco miembros activos de la policía nacional del Perú, cinco fiscales provinciales 
penales y cinco jueces de investigación preliminar del distrito judicial de Lima 
Sur. Finalmente se concluye que, el derecho a no autoincriminarse en el proceso 
penal peruano en el distrito judicial de Lima Sur entre los años 2014-2017, no ha 
sido plenamente garantizado por todos los operadores jurídicos a la luz de la 
aplicación del nuevo código proceso penal peruano, por cuestiones de falta de 
unanimidad de aplicación de la Norma misma, y sumado a ello la falta de 




➢ PALABRAS CLAVE 
La no autoincriminación, derecho de defensa, presunción de inocencia, dignidad 
de la persona. 
 
➢ ABSTRACT 
The research work entitled The right to not self-criminalize in criminal procedures 
in the judicial district of South Lima 2017, its objective is to determine if the right 
not to self-incriminate, has been present as a guarantee within the process and 
especially if it has been applied correctly, in the criminal proceedings carried out 
in the specialized courts and chambers within the jurisdiction of the judicial district 
of Lima Sur, chronologically between the years 2014-2017. A type of basic 
research has been established, using dogmatic theory with a descriptive design, 
inasmuch as the information that has been obtained has been in a specific field of 
study being used as a research instrument: questionnaires and document 
analysis guide. The sample consisted of ten criminal judges, twenty provincial 
criminal prosecutors and fifty policemen from the judicial district of Lima Sur.        
Finally, it is concluded that the right / guarantee not to incriminate oneself in the 
Peruvian criminal process in the judicial district of Lima Sur between the years 
2014-2017, is not guaranteed by all legal operators in light of the Peruvian 








La aparición del derecho a la no autoincriminación es la consecuencia de la 
abolición de todas las instituciones de corte inhumano en el proceso penal como 
los métodos de forzamiento de tortura. En la historia reciente de la legislación 
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procesal, la misma ley ordenaba valorar los atestados policiales, realizados en 
dependencias donde no se emplean mecanismos procesales tendientes a 
garantizar el ejercicio de este derecho, percibiendo un extinto tinte de sistema 
inquisitivo comparado al actual que está vigente. Por ello el derecho a la no 
autoincriminación, puede enfocarse en tres dimensiones: El primero es negarse a 
confesar o declarar, por lo tanto, prevalecer su derecho guardar silencio; 
Segundo, el imputado puede brindar una falsa declaración o simplemente 
contradecirse, con alguna declaración antes brindada y un tercer panorama es la 
aceptación de responsabilidad. En tal sentido cabe agregar que este 
derecho/garantía se ha visto poco desarrollado en nuestro país. En la actualidad, 
y conforme al estudio plasmado, muchos jueces consideran aún vigente el 
Código de Procedimientos Penales, artículo 127°,  que prescribe: “el juez le 
manifestará que su silencio puede ser tomado como indicio de culpabilidad”, 
regulación que es concordante con el sistema inquisitivo, recordando que esta 
figura juega un papel importante en la historia, puesto que parte de la presunción 
de culpabilidad y que ha sido derogada tácitamente por la Constitución Política 
del Perú, que establece la presunción de inocencia. En el Perú, la mayoría de las 
sentencias judiciales se sustentan en declaraciones bajo exhortación o en la 
presunción de culpabilidad del silencio del procesado, por lo cual y aplicando 
correctamente el derecho, éstas devienen en inconstitucionales al violentar el 
derecho no autoincriminación de los procesados. 
    
➢ METODOLOGIA 
La investigación tuvo enfoque cualitativo porque “en las disciplinas de ámbito 
social existen diferentes problemáticas, cuestiones y restricciones que no se 
pueden explicar ni comprender en toda su extensión sin tener en cuenta la propia 
experiencia del individuo sujeto de estudio” (Vázquez, 2006). La presente 
investigación fue de tipo orientada a la comprensión, de acuerdo a Rovira (2004), 
porque analiza “un objeto, hecho, proceso o acontecimiento en su contexto 
natural, propias del paradigma interpretativo”. El diseño de investigación fue 
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hermenéutico porque, de acuerdo a Valdivieso y Peña (2007), su interpretación 
“radica en la reconstrucción del significado de lo observado. Esto supone una 
reconstrucción sistemática y fiel del fenómeno estudiado”. En este aspecto del 
tipo de estudio escogido para la investigación cabe resaltar que no cabe algún 
tipo de prejuicio de quien investiga. La investigación tuvo como escenario de 
estudio las salas penales de la Corte Superior de Justicia de Lima Sur, fiscalías 
del Distrito Fiscal de Lima Sur y la DIRINCRI Sur. Las técnicas empleadas en la 
presente investigación fue la entrevista estructurada, la cual se llevó a cabo 
“mediante un formato previamente establecido, pues existe un tiempo. Esta 
entrevista ahorra tiempo y esfuerzo, no necesita de especialista para aclarar 
información y limita al entrevistado ante preguntas directas” (Llanos, 2005). 
 
➢ RESULTADOS 
Respeto a los Derechos del imputado en el proceso penal, se respetan los 
derechos del imputado en el proceso penal donde participan las partes 
procesales; corresponde al respeto de los derechos humanos en el proceso 
penal; no siempre son respetados en algunos juzgados, como lo señalan la 
normatividad existente, y esto produce quejas por parte del inculpado, generando 
de alguna manera una imagen trasgresora al respeto de los principios 
constitucionales por parte de uno de los poderes del Estado. 
En la mayoría de casos no se cumplen por la carga procesal, en todo caso deben 
crearse nuevos órganos de justicia para una mejor atención de casos y no 
vulnerar los plazos;  si se cumplen; no se cumplen los plazos por causa de déficit 
de personal y recursos; se deben extender los plazos, haciéndolos más 
ampliatoriamente, para lograr mejoras se necesita capacitación constante del 
personal; se cumple defectuosamente debido a la carga procesal, se podría 
mejorar con mayor logística y personal especializado; para mejorar los 
problemas de plazos en el proceso penal se deben crear más juzgados 
especializados con infraestructura adecuada. 
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La no autoincriminación pertenece al ámbito de la protección de los derechos 
humanos, porque protege el derecho de las personas a autoprotegerse de las 
acusaciones, es inherente a la libertad; permite desarrollar los derechos 
humanos a todas las partes del proceso penal; constituye un derecho humano 




Sobre el derecho a no autoincriminarse, la mayoría de los entrevistados 
coinciden en señalar que el derecho a no autoincriminarse corresponde a un 
derecho constitucional, y permite a toda persona (incluyendo a los inculpados en 
un delito) ser considerado inocente hasta haberse demostrado lo contrario y 
sentenciado por un juez. Los investigadores como Galván (2013) coinciden al 
indicar que la persona inculpada conserva su facultad de no responder, sin que 
pueda emplearse ningún medio coactivo ni intimidatorio para obtener su 
declaración inculpatoria. Además, el derecho a no autoincriminarse permite que 
toda persona inculpada pueda ocultar sus faltas, pues no se es posible exigirle 
que vulnere (Pérez, 2008). Por su parte Torres (2014) opina que la no 
autoincriminación corresponde a un mecanismo de autodefensa, y que a pesar 
del silencio la carga de la prueba es atribuida a la parte acusadora. Riveros 
(2008) afirma que este derecho es reconocido por el constitucionalismo moderno 
y por los tratados internacionales. Desde otro ángulo Mallqui (2018) señala que 
en algunas sedes policiales no se respeta el derecho a la no incriminación de los 
inculpados por no conocer estos la facultad que tienen a no responder. Pajuelo 
(2017) afirma en su investigación que hay jueces que incumplen en el respeto al 
derecho constitucional a la no incriminación y esto se evidencia a las quejas e 
impugnaciones presentadas contra ellos. 
Hay que analizar como la aplicación del principio de no autoincriminación se 
realiza de forma caprichosa por ciertos magistrados, como ejemplo se tiene en 
una misma Sala Penal Transitoria decide de manera totalmente opuesta una 
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actitud similar de un imputado, por lo que “tal vez sería bueno comenzar por la 
ley y no por malentendidas construcciones dogmáticas, posturas intuitivas u 
ocurrencias graciosas, que lo único que generan, es la perversión de principios, 
que fueron construidos con aspiraciones de dotar de razonabilidad al proceso, 
más no en convertirlo en protector de actos ilegítimos” (Rinaldi, 2018). Por su 
Pajuelo (2017) hace notar la existencia de “jueces que incumplen con respetar el 
derecho a la no incriminación de los imputados, mellando la credibilidad y 
honorabilidad” del propio sistema judicial, situación que atenta a la percepción de 
la sociedad y la seguridad jurídica en el país. En tanto Wilenmann (2016) 
considera que al principio de no autoincriminación ha sufrido una especie de 
“evolución del principio de defensa que garantiza el Estado desde el puro 
reconocimiento al derecho pasivo a no declarar en contra de uno mismo como 
medio de defensa frente a la persecución penal del Estado”.  
El proceso penal peruano está íntimamente a una serie de problemas que se 
intentan solucionar diversas normas que supuestamente tienen como objetivo 
mejorarlo, pero que en realidad lo que provocan es entorpecerlo y hasta 
debilitarlo. Ramírez (2016) afirma que con la autorización de las salas transitorias 
en la Corte Suprema, atentando contra la seguridad jurídica  y el derecho de 
defensa pues estos magistrados provisionales no tienen la especialidad que se 
requiere en las salas a las cuales son designados, se realizan cambios de 
magistrados de una a otra sala de diferente especialidad, aquí el problema 
consiste en la falta de jueces superiores que cubran las plazas en la especialidad 
exigida en la sala o es la discrecionalidad del Presidente que los designa. Estos 
temas que aparentemente son administrativos, son más graves pues atentan 
contra el proceso en sí, pues si así se desarrollan las cosas en las más altas 
judicaturas que se puede esperar de los niveles de justicia más bajos, siendo la 
discrecionalidad el mayor problema para los justiciables pues deja de lado la 
predictibilidad. Por su parte Nakasaki (2015) explica que existe un problema con 
el tiempo en los procesos penales y que “hay muchos jueces de investigación 
preparatoria que aplican equivocadamente la velocidad procesal, demostrando 
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su intencionalidad de resolver todo en la audiencia siendo que los temas 
complejos no trabajados de manera poco profesional, en vez tomarse un plazo 
mayor para emitir resolución fuera de audiencia”. Otro problema es la sobrecarga 
procesal que ha tenido como solución inmediata, de manera periódica, la 
creación de nuevas salas con carácter transitorio o temporal, en el fondo solo 
son paliativos que no generan solución real, pareciera falta de planificación 
estratégica y predictibilidad de la proyección de la ya pesada carga procesal 
actual. Un punto de vista señala que el Estado es uno de los culpables en el 
incremento de la carga procesal, pues es el Estado el principal litigante del país. 
También está la demora de las notificaciones y que se debería solucionar con las 
notificaciones electrónicas (Gutiérrez, 2015). 
➢ CONCLUSIONES 
Primera:  
Se pudo determinar que el derecho a la libertad de declarar tiene implicancia 
significativa en el proceso penal, que los miembros del sistema judicial (personal 
de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y personal del Poder 
Judicial) respetan la libertad de declarar en interrogatorio a las personas que 
están imputadas de haber cometido un delito; esto corresponde al respeto, por 
parte de estos funcionarios públicos, del derecho constitucional al debido 
proceso.   
Segunda: 
Se pudo determinar que el derecho a guardar silencio tiene implicancia 
significativa en el proceso penal, que los miembros del sistema judicial (personal 
de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y personal del Poder 
Judicial) respetan la libertad de guardar silencio en interrogatorio a las personas 
que están imputadas de haber cometido un delito; estos funcionarios públicos 
demuestran que no ejercen coacción, ni maltrato físico o psicológico para 




Se pudo determinar que el derecho a la presunción de inocencia tiene 
implicancia significativa en el proceso penal, que los miembros del sistema 
judicial (personal de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y 
personal del Poder Judicial) respetan la presunción de inocencia en interrogatorio 
a las personas que están imputadas de haber cometido un delito; que la 
presencia de un abogado defensor para el imputado y la del representante del 
Ministerio Público aseguran la presunción su inocencia hasta que se determine lo 
contrario mediante la sentencia correspondiente.   
Cuarta:  
Se pudo determinar que el derecho a no autoincriminarse tiene implicancia 
significativa en el proceso penal, que los miembros del sistema judicial (personal 
de la Policía Nacional, personal del Ministerio Público y personal del Poder 
Judicial) respetan el derecho a no autoincriminarse en interrogatorio o 
declaración a las personas que están imputadas de haber cometido un delito; 
que la no autoincriminación pertenece al ámbito de los derechos humanos y 
merece el respeto y fiel cumplimiento de todo funcionario público que participa en 
el sistema de justicia nacional, asegurando de esta manera el estado derecho 
constitucional en el proceso penal peruano.   
 
➢ REFERENCIAS 
Galván, V. (2013) Derecho a la No Autoincriminación. Perú: Publicación del Estudio 
Villavicencio Meza & Rivera Abogados. Recuperado de: 
http://vmrfirma.com/publicaciones/wp-content/uploads/2013/05/Gianni-
ARTICULO1.pdf 
Gutiérrez, C. (2015) La justicia en el Perú. Cinco grande problemas. Perú: Gaceta 
Jurídica. Recuperado de: http://www.gacetajuridica.com.pe/laley-
adjuntos/INFORME-LA-JUSTICIA-EN-EL-PERU.pdf 
Llanos, R. (2005) Como entrevistar en la sección de personal. México: Editorial Pax. 
81 
 
Mallqui, T. (2018) La inaplicación del derecho a no autoincriminarse en sede policial 
en la localidad de Ambo, 2016. Tesis para optar el título de Abogado.  
Huánuco: Universidad de Huánuco. 
Nakasaki, C. (2015) El tiempo en el proceso penal. Perú: La Ley de Gaceta Jurídica. 
Recuperado de: http://laley.pe/not/2997/el-tiempo-en-el-proceso-penal-/ 
Pajuelo, F. (2017) El derecho a la no incriminación y su aplicación en el Perú. Tesis 
de maestría en Derecho penal y Procesal Penal. Perú: UCV 
Pérez, L. (2008) Derecho a la no autoincriminación y sus expresiones en el derecho 
procesal penal. Perú: Universidad San Martín de Porres 
Ramírez, J. (2016) Discrecionalidad presidencial y provisional. Perú: La Ley de 
Gaceta Jurídica. Recuperado de: http://laley.pe/not/3051/discrecionalidad-
presidencial-y-provisionalidad/ 
Reynaldi, R. (2018) Distorsiones sobre el principio de no autoincriminación. Perú: 
Legis. Recuperado de: https://legis.pe/distorsiones-sobre-el-principio-de-
no-autoincriminacion/ 
Riveros, B. (2008) El derecho a guardar silencio: visión comparada y caso 
colombiano. Colombiano: Revista Colombiana de Derecho Internacional. 
Recuperado de: http://revistas.javeriana.edu.co/index.php/internationallaw 
/article/view/13931 
Rovira, F. (2004) Información y documentación digital. España: Instituto Universitario 
de Lingüística Aplicada de la Universidad Pompeu Fabra. 
Torres, E. (2014) El principio de no autoincriminación en el Derecho Procesal Penal. 
Tesis para obtener el título de Abogado. Ecuador: Universidad Regional 
Autónoma de los Andes. 
Valdivieso, A. y Peña, V. (2007) Los enfoques metodológicos en las ciencias 
sociales: una alternativa para investigar en educación física. Venezuela: 
Laurus Revista de Educación. 
Vázquez, N. y otros (2006) Introducción a las técnicas cualitativas de investigación 
aplicadas en salud. España: Servicio de publicaciones de la Universidad 
Autónoma de Barcelona. 
82 
 
Wilenmann, J. (2016) El tratamiento del autofavorecimiento del imputado. Sobre las 
consecuencias sustantivas del principio de no autoincriminación. Chile: 





ANEXO 2: MATRIZ DE CONSISTENCIA 
EL DERECHO A NO AUTOINCRIMINARSE EN LOS PROCESOS PENALES EN EL DISTRITO JUDICIAL DE LIMA 
SUR 2017 
Problema Objetivos Hipótesis Categorías y subcategorías 
Problema general 
 
¿De qué manera el derecho a no 
autoincriminarse tiene implicancia 
en el proceso penal en el Distrito 
Judicial de Lima Sur, 2017? 
 
Problemas específico 
   
Problema específico 1 
¿De qué manera el derecho a la 
libertad de declarar tiene 
implicancia en el proceso penal en 
el Distrito Judicial de Lima Sur, 
2017? 
 
Problema específico 2 
¿De qué manera el derecho a 
guardar silencio tiene implicancia 
en el proceso penal en el Distrito 
Judicial de Lima Sur, 2017? 
 
Problema específico 3 
¿De qué manera el derecho a la 
presunción de inocencia tiene 
implicancia en el proceso penal en 




Determinar si el derecho a no 
autoincriminarse tiene implicancia en 
el proceso penal en el Distrito 
Judicial de Lima Sur, 2017. 
 
Objetivos específicos  
  
Objetivo específico 1 
Determinar si el derecho a la libertad 
de declarar tiene implicancia en el 
proceso penal en el Distrito Judicial 
de Lima Sur, 2017. 
 
Objetivo específico 2 
Determinar si el derecho a guardar 
silencio tiene implicancia en el 
proceso penal en el Distrito Judicial 
de Lima Sur, 2017. 
 
Objetivo específico 3 
Determinar si el derecho a la 
presunción de inocencia tiene 
implicancia en el proceso penal en el 
Distrito Judicial de Lima Sur, 2017. 
 




significativa en el 
proceso penal 
en el Distrito 

















































































































Escenario de estudio Nivel - diseño de investigación Sujetos de estudio Técnicas e instrumentos 
 
Distrito Fiscal de Lima Sur 
Enfoque: 
Cualitativo  
Tipo:     









Análisis de bibliografía 
Entrevista de profundidad 
Instrumentos. 
Ficha bibliográfica 





ANEXO 3: INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN 
ENTREVISTA 
 
EL DERECHO A NO AUTOINCRIMINARSE EN LOS PROCESOS PENALES EN EL 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA SUR 2017 
 
En la siguiente entrevista usted tiene libertad de responder las preguntas 
establecidas como crea conveniente, se agradece sustentar su punto de vista. Se 
agradece anticipadamente su gentil colaboración. 
 
Objetivo: Determinar si el derecho a no autoincriminarse tiene implicancia en el 
proceso penal en el Distrito Judicial de Lima Sur, 2017. 
 
CATEGORIA: DERECHO A NO AUTOINCRIMINARSE 
 
➢ ¿Por qué se debe respetar el derecho a la libertad de declarar a quien ha sido 








➢ ¿Considera usted que se debe respetar el derecho a guardar silencio del 





➢ ¿Está de acuerdo que el personal policial respete el derecho a guardar silencio 








➢ ¿Considera que se respeta el derecho a la presunción de inocencia ante una 




➢ ¿Es efectivo el empleo la tecnología como herramienta para asegurar el respeto 
del derecho a la presunción de inocencia cuando se detiene a una persona en la 




➢ ¿Es correcto que la no autoincriminación pertenezca al ámbito de la protección 




➢ ¿Debería prohibirse las preguntas capciosas en un interrogatorio o declaración 





CATEGORIA: PROCESO PENAL 
 
➢ ¿Es necesario que se cumplan los plazos de las diligencias preliminares 








➢ ¿Debería hacerse mayor difusión del principio de oportunidad o acuerdo 




➢ ¿Cómo pueden los jueces de investigación preparatoria optimizar su trabajo de 




➢ ¿Por qué la debida notificación a los sujetos procesales en la etapa intermedia 




➢ ¿Está de acuerdo que la conformidad sobre la reparación civil entre las partes 





➢ ¿Cómo se respeta la declaración del acusado en el periodo probatorio de la 












➢ ¿Se cumplen los plazos durante el proceso penal como demostración de respeto 
constitucional del debido proceso? ¿Cómo se puede mejorar esta problemática?









Institución y cargo……………………………………………………………………... 
 
………………………………………… 














































































































































































ANEXO 4: INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN 
EL DERECHO A NO AUTOINCRIMINARSE EN LOS PROCESOS PENALES EN EL DISTRITO JUDICIAL DE LIMA 
SUR 2017 
Nº DIMENSIONES Pertinencia 1 Relevancia 2 Claridad 3 Sugerencia 
 DERECHO A NO AUTOINCRIMINARSE si no si no si no  
1         
2         
3         
4         
5 PROCESO PENAL        
6         
7         
8         
Observaciones (precisar si hay 
suficiencia)_____________________________________________________________________________________ 
Opinión de aplicabilidad: Aplicable (   )   Aplicable después de corregir (   ) No aplicable (   ) 
Apellidos y nombres del juez validador:  
Dr/Mg:………………………………………………………………………………………………………………………. 
DNI:…………………………….                                                            ……..de………………….…………….de…………… 
Especialidad del validador:………………………………………………………………                                                            
…………………………………… 
Firma del Experto Informante 
1 Pertinencia: El ítem corresponde al concepto teórico formulado. 
2. Relevancia: El ítem es apropiado para representar al componente o dimensión especifica del constructo. 
3. Claridad: Se entiende sin dificultad alguna el enunciado del ítem, es conciso, exacto y directo. 
Nota: Suficiencia, se dice suficiencia cuando los ítems planeados son suficientes para medir la dimensión 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


 
 
 
 
 
 
